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Resoluciones de esta Dirección General de 2 de febrero y 13 de marzo
de 2002.

1. Se presenta en el Registro mandamiento en el que, como conse-
cuencia de Sentencia firme en la que se declara la nulidad de una inscrip-
ción de hipoteca y del Procedimiento Judicial Sumario por el que se eje-
cutó la misma, se ordenan las cancelaciones correspondientes. 
Resultando del Registro que la finca se transmitió por el adjudicatario del 
procedimiento a un tercero, el Registrador deniega las cancelaciones por 
no haber intervenido en el procedimiento este tercero que es el actual 
titular registral.

2. Las exigencias del principio de tracto sucesivo han de confirmar la 
denegación de la nota recurrida toda vez que en el procedimiento del que 
dimana el mandamiento calificado no ha intervenido el titular registral de 
las fincas. Como ha señalado reiteradamente este Centro Directivo, el 
principio constitucional de protección jurisdiccional de los derechos e 
intereses legítimos (cfr. artículo 24 de la Constitución Española) impide 
extender las consecuencias de un proceso a quienes no han sido partes en 
él, ni han intervenido de manera alguna, exigencia ésta que, en el ámbito 
registral, y dada la salvaguardia judicial de los asientos registrales, deter-
mina la imposibilidad de practicar, en virtud de una resolución judicial, 
asientos que comprometen una titularidad, si no consta que ese titular 
haya sido parte en el procedimiento del que emana aquella resolución.

3. Alega el recurrente que el Registrador infringe el artículo 118 de la 
Constitución que le obliga a cumplir las sentencias firmes, pero, para que 
ello sea así es preciso que la inscripción que se solicita no incurra en inde-
fensión, la cual se habría evitado si la demanda de nulidad que acabó con 
la sentencia referida hubiera sido anotada en el Registro, pues tal anota-
ción habría publicado la existencia del procedimiento y, por tanto, evitada 
la indefensión producida.

4. También alega el recurrente que el titular registral no es de buena 
fe pues conocía la sentencia. Tal alegación no es atendible pues, además 
de no probarse, el procedimiento registral no es el camino adecuado para 
desvirtuar la presunción de buena fe, lo que sólo puede acreditarse y 
declararse judicialmente.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter-
puesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 25 de noviembre de 2006. La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 
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 22397 ORDEN EHA/3875/2006, de 23 de noviembre, por la que se 
modifica el Tribunal calificador del examen de aptitud 
profesional exigido como requisito para obtener la ins-
cripción en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas 
dependientes del Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas.

La Orden EHA/3829/2005, de 1 de diciembre, por la que se acuerda 
publicar la convocatoria de examen de aptitud profesional, exigido como 
requisito para obtener la inscripción en el Registro Oficial de Auditores de 
Cuentas dependiente del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas 
recoge en su apartado 4 «Tribunal» la composición del Tribunal califica-
dor del examen.

En el Tribunal calificador figura un representante de cada una de las 
Corporaciones representativas de auditores de cuentas como Vocal Titu-
lar y otro representante como Vocal suplente. El Instituto de Censores 
Jurados de Cuentas de España ha propuesto sustituir a los miembros que 
le representan en el Tribunal calificador del examen de aptitud profesio-
nal para obtener la inscripción en el Registro Oficial de Auditores de 
Cuentas.

Tal y como se establece en artículo 27 del Reglamento que desarrolla 
la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, aprobado por el 
Real Decreto 1636/1990, de 20 de diciembre, la propuesta de convocatoria 
del examen de aptitud profesional corresponde de forma conjunta a las 

citadas corporaciones, con la aprobación por el Instituto de Contabilidad 
y Auditoría de Cuentas, señalando el mismo precepto que los miembros 
del tribunal representantes de las corporaciones lo serán «a su pro-
puesta».

En su virtud, dispongo:

Primero.–Don Rafael Cámara Rodríguez-Valenzuela sustituye a don 
José María Gassó Vilafranca como Vocal titular en representación del 
Instituto de Censores Jurados de Cuentas de España en el Tribunal califi-
cador del examen de aptitud profesional exigido como requisito para 
obtener la inscripción en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas 
dependiente del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

Segundo.–Don Mario Alonso Ayala sustituye a Don Miguel Martín 
Rabadán como Vocal suplente en representación del Instituto de Censo-
res Jurados de Cuentas de España en el Tribunal calificador del examen 
de aptitud profesional exigido como requisito para obtener la inscripción 
en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas dependiente del Instituto 
de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

Madrid, 23 de noviembre de 2006.–El Vicepresidente Segundo del 
Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda, Pedro Solbes Mira. 

 22398 ORDEN EHA/3876/2006, de 29 de noviembre, por la que se 
publica el Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos, que declara el incumplimiento 
de condiciones de expedientes acogidos a la Ley 50/1985, 
de 27 de diciembre, de Incentivos Regionales.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en su 
reunión del día 19 de octubre de 2006, adoptó un Acuerdo, por el que se 
declara el incumplimiento de cuatro expedientes acogidos a la Ley 50/1985, 
de incentivos económicos regionales, en las Zonas de Promoción Econó-
mica de Castilla-La Mancha, Galicia, Andalucía y Valencia, por no haber 
acreditado el cumplimiento de las condiciones establecidas para el dis-
frute de los mismos.

Considerando la naturaleza y características de dicho Acuerdo, este 
Ministerio tiene a bien disponer:

Dar publicidad en el Boletín Oficial del Estado al texto íntegro del 
Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económi-
cos de fecha 19 de octubre de 2006, por el que se declara el incumpli-
miento de cuatro expedientes acogidos a la Ley 50/1985, de incentivos 
económicos regionales, en las Zonas de Promoción Económica de Casti-
lla-La Mancha, Galicia, Andalucía y Valencia, por no haber acreditado el 
cumplimiento de las condiciones establecidas para el disfrute de los mis-
mos. Dicho texto se incluye como anexo a esta Orden

Madrid, 29 de noviembre de 2006.–El Vicepresidente Segundo del 
Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda, P. D. (Orden EHA/3057/2004, 
de 21 de septiembre), el Secretario de Estado de Hacienda y Presupues-
tos, Carlos Ocaña y Pérez de Tudela

ANEXO

Texto del acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno
para Asuntos Económicos

El Ministerio de Economía y Hacienda, de conformidad con lo estable-
cido en el Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, modificado por los 
Reales Decretos 302/1993, de 26 de febrero y 2315/1993, de 29 de diciem-
bre, para los casos de incumplimiento de las condiciones establecidas 
para el disfrute de los incentivos en las Zonas promocionables, delimitadas 
al amparo de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, eleva a la Comisión Dele-
gada del Gobierno para Asuntos Económicos la siguiente propuesta de

ACUERDO

Examinados los expedientes de concesión de incentivos regionales en 
las Zonas de Promoción Económica de Castilla-La Mancha, Galicia, Anda-
lucía y Valencia, a las empresas que se relacionan en el anexo de este 
Acuerdo, a los efectos de verificar si han cumplido las condiciones estable-
cidas para el disfrute de dichos incentivos, de conformidad con el artículo 
34.1.b) del Real Decreto 1535/1987, modificado por Real Decreto 302/1993 
y teniendo en consideración los siguientes


